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I. NOVEDADES NORMATIVAS. 

- Tratado de Lisboa

El Tratado de Lisboa, que contiene a su vez el Tratado de la Unión Europea y el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, entró en vigor el pasado 1 de diciembre de 2009. El nuevo Tratado da al Comité de las Regiones la facultad de presentar recursos ante el Tribunal de Justicia. Además, el Tratado refuerza el papel de los entes locales y regionales en el proceso político de la Unión Europea y supone un paso importante en la creación de una verdadera gobernanza multinivel en Europa. Las reformas puntuales citadas que consisten básicamente en referencias explícitas a la autonomía local y regional no impiden que la Unión Europea siga apostando decididamente por el respeto a la identidad nacional. La mención de la autonomía local y regional junto a ésta queda, de esta forma, relegada a un segundo plano. Así seguirá correspondiendo a los Estados regidos por un principio de descentralización política, crear los cauces adecuados mediante los que las entidades territoriales autónomas puedan participar en los procesos y en la toma de decisiones europeas que atañen, según las respectivas Constituciones internas, a su capacidad de autogobierno. La razón es clara: cumpliendo ciertos requisitos, y dejando a salvo el principio de responsabilidad estatal última, la Unión Europea no pone obstáculos para la participación regional en sus instancias decisorias.

La excepción sigue presentándose en la política regional, que se erige como política comunitaria especialmente dotada para el establecimiento de un circuito institucional multinivel regido por la idea de gobernanza e integrado por instancias comunitarias, estatales y periféricas que interactúan de forma recíproca, como se podrá comprobar a lo largo de este informe
- Reglamento 1005/2009/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, sobre las sustancias que agotan la capa de ozono (DO nº L 286, de 31 de octubre)
Se ha comprobado que las emisiones continuadas de sustancias que agotan el ozono (SAO) deterioran considerablemente la capa de ozono. Sin embargo, no se prevé que la  recuperación de la capa de ozono hasta el nivel de concentraciones existente antes de 1980 tenga lugar antes de mediados del siglo XXI. Por ello, el aumento de las radiaciones UVB ocasionado por la destrucción del ozono sigue siendo una amenaza considerable para la salud y el medio ambiente. Por otra parte, el potencial de calentamiento global de la mayor parte de estas sustancias es elevado y además son uno de los factores que contribuyen a la elevación de la temperatura del planeta. Por consiguiente, es necesario adoptar medidas adicionales para garantizar la protección de la salud humana y del medio ambiente de los efectos nocivos de dichas emisiones, así como para evitar un posible nuevo retraso en la recuperación de la capa de ozono.

La Comisión tuvo en cuenta en su propuesta que muchas SAO son gases de efecto invernadero, pero no están reguladas por la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y su Protocolo de Kyoto, al partirse del supuesto de que las eliminaría el Protocolo de Montreal. A pesar de los avances realizados en el Protocolo, la labor de eliminación de las SAO todavía no ha terminado en la Unión Europea y en el mundo; al mismo tiempo se ha de tener en cuenta que, en la actualidad, muchas alternativas a las SAO tienen un elevado potencial de calentamiento global. Por lo tanto, siempre que se disponga de alternativas técnicamente viables con un potencial de calentamiento reducido, es necesario minimizar y eliminar la producción y el uso de SAO. Este Reglamento se dirige a controlar los productos y aparatos que contengan dichas sustancias y, además, el control se ampliará a los productos y aparatos que dependan de esas sustancias a fin de evitar que puedan burlarse las restricciones que impone el presente Reglamento. Por otra parte, para mejorar la supervisión y el control del comercio, se establece una autorización que debe cubrir no solo la entrada de mercancías en el territorio aduanero para su despacho a libre práctica en la Comunidad sino también la entrada según otros procedimientos aduaneros o para tratamientos y usos autorizados por las aduanas. Sin embargo, el tránsito por el territorio aduanero de la Comunidad, el almacenamiento temporal, así como el régimen de depósito aduanero y de zona franca deben seguir estando permitidos sin autorización, para no imponer cargas innecesarias a los operadores y a las autoridades aduaneras. 

- Directiva 2009/128/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por la que se establece el marco de la actuación comunitaria para conseguir un uso sostenible de los plaguicidas (DO nº L 309, de 24 de noviembre)

En la actualidad, la presente Directiva se aplicará a los plaguicidas que son productos fitosanitarios. No obstante, está previsto ampliar en el futuro el ámbito de aplicación de la presente Directiva a los productos biocidas. Los instrumentos económicos pueden desempeñar un papel fundamental para la consecución de los objetivos relativos al uso sostenible de los plaguicidas. Conviene promover, por consiguiente, el uso de esos instrumentos al nivel adecuado, destacando a tal respecto que los diferentes Estados miembros podrán decidir sobre su utilización sin perjuicio de la aplicabilidad de las normas sobre ayudas estatales. A fin de facilitar la aplicación de la presente Directiva, los Estados miembros deben utilizar planes de acción nacionales para fijar objetivos cuantitativos, metas, medidas, calendarios e indicadores, con objeto de reducir los riesgos y los efectos de la utilización de plaguicidas en la salud humana y en el medio ambiente, y para fomentar el desarrollo y la introducción de la gestión integrada de plagas y de planteamientos o técnicas alternativos con objeto de reducir en la medida de lo posible la dependencia del uso de plaguicidas.

La pulverización aérea de plaguicidas puede causar efectos negativos significativos en la salud humana y el medio ambiente, sobre todo por la deriva de la pulverización. Por tanto, la pulverización aérea debe prohibirse en general, con posibles excepciones en los casos en que presente claras ventajas en términos de menor impacto en la salud humana y el medio ambiente en comparación con otros métodos de pulverización o cuando no haya ninguna alternativa viable, siempre que se empleen las mejores técnicas disponibles para reducir la deriva. El medio acuático es especialmente sensible a los plaguicidas, por lo que es necesario prestar atención especial para evitar la contaminación de las aguas superficiales y subterráneas tomando las medidas adecuadas, como son el establecimiento de bandas de seguridad y de protección o la plantación de setos a lo largo de las aguas superficiales a fin de reducir la exposición de las masas de agua a la deriva de la pulverización, las filtraciones y la escorrentía. Según la Directiva, los Estados miembros deben determinar las sanciones aplicables en caso de infracción a las disposiciones nacionales adoptadas de conformidad con la presente Directiva y velar por su aplicación. Las sanciones deben ser eficaces, proporcionadas y disuasorias.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

1. TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera), de 16 de julio de 2009, as. C-554/07, Comisión de las Comunidades Europeas contra Irlanda.

El Tribunal de Justicia resuelve un recurso de incumplimiento en relación a la transposición por parte de Irlanda a su ordenamiento interno de la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre, relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido. La demanda de la Comisión hace hincapié en el incumplimiento de la citada Directiva que supone la exoneración de dicho impuesto de cualquier actividad económica ejercida por el Estado, las autoridades locales y otros organismos de Derecho público con ciertas excepciones limitadas. En la carta de emplazamiento que dirigía a Irlanda el 22 de diciembre de 2004 la Comisión señalaba el ejemplo de la no sujeción al IVA de las autoridades locales que explotaban un aparcamiento mientras que los explotadores privados que ejercen esa misma actividad están obligados a aplicar la tasa normal del 21%. En la sentencia el Tribunal responde a las tres quejas planteadas por la Comisión en su demanda relativas a:

- la ausencia de disposición general en el ordenamiento irlandés que prevea la sujeción de las actividades económicas ejercidas por los organismos de Derecho público más allá del marco de la autoridad pública.

- la ausencia de disposición general en el Derecho de Irlanda que prevea la sujeción de las actividades económicas ejercidas por los organismos de Derecho público actuando en calidad de autoridad pública, cuando esa no sujeción sería susceptible de causar distorsiones de competencia importantes.

- la ausencia de disposición general en el ordenamiento irlandés que prevea la sujeción de los organismos de Derecho público que ejerzan las actividades enumeradas en el anexo I de la Directiva 2006/112 (tales como telecomunicaciones, distribución de agua, de gas, de electricidad y de energía térmica, transporte de bienes, prestación de servicios portuarios y aeroportuarios, transporte de personas).

El Tribunal parte de que la finalidad de la Directiva 2006/112 es la sumisión, en principio, de toda actividad de naturaleza económica a dicho impuesto. De ello resulta que la no sumisión prevista en su artículo 13 a favor de los Estados, las regiones, los departamentos, los municipios y otros organismos de Derecho público cuando actúan como autoridades públicas no es sino una excepción a la regla general. De acuerdo con ésta, la aplicación correcta de la Directiva 2006/112, especialmente de sus artículos 2, 9 y 13, requiere que los organismos de Derecho público estén sometidos al IVA para las actividades económicas que no se encuentran cubiertas por dicha excepción.

Además el Tribunal precisa que los organismos de Derecho público actúan en calidad de autoridades públicas cuando desarrollan una actividad que, aún teniendo naturaleza económica, está estrechamente ligada al uso de prerrogativas de poder público. Por otra parte, el simple hecho de que un organismo de Derecho público actúe en el marco de un régimen jurídico propio y conforme a competencias que le confiere la ley no significa que el ejercicio de sus prerrogativas comporte necesariamente el uso de prerrogativas de potencia pública.

En relación con la segunda queja de la Comisión el Tribunal advierte que los Estados miembros son libres de elegir los medios que estimen oportunos para alcanzar el resultado previsto por el artículo 13.1.2 y 3 de la Directiva, pudiendo, como hace Irlanda, atribuir a una autoridad administrativa (en este caso el ministerio de Finanzas) la tarea de precisar en qué situaciones la actividad de los organismos públicos entrañaría distorsiones de la competencia de cierta importancia. No obstante, establece la condición de que las decisiones de dicha autoridad administrativa puedan ser sometidas al control de las jurisdicciones nacionales. En el caso de Irlanda el Tribunal advierte que  la legislación interna no precisa ni las situaciones en las que la actividad económica de un organismo de Derecho público puede entrañar distorsiones de cierta importancia ni los criterios que permitan al Ministro de Finanzas aplicar esa norma a casos concretos, lo que pone a disposición de éste un poder discrecional de aplicación de la citada norma. 

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera), de 10 de septiembre de 2009, as. C-206/08, Eurawasser.

El Tribunal responde a la petición de decisión prejudicial planteada por el Thüringer Oberlandesgericht acerca de la interpretación de la Directiva 2004/17/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre la coordinación de los procedimientos de adjudicación de contratos en los sectores del agua, de la energía, de los transportes y de los servicios postales. De manera más específica se solicita al Tribunal que clarifique la diferencia que existe entre un contrato de servicios y una concesión de servicios tal como se definen en dicha Directiva. El propio Tribunal recuerda la importancia de dicha calificación ya que si la operación objeto de controversia es calificada como contrato de servicios en el sentido de la Directiva 2004/17, deberá celebrarse conforme a los procedimientos de los artículos 31 y 32 de la misma. Pero si se califica como concesión de servicios dicha directiva no le es aplicable, en virtud del artículo 18 de la misma, y la adjudicación se somete a las reglas fundamentales del Tratado CE y a los principios de igualdad de trato y de no discriminación por razón de la nacionalidad, así como a la obligación de transparencia que se desprende de los mismos.

El Tribunal recuerda como, según resulta de los artículos 1.2.a) y 1.3.b) de la Directiva 2004/17, la diferencia entre un contrato de servicios y una concesión de servicios reside en la contraprestación, de manera que el primer caso requiere de una contraprestación directamente pagada por la entidad adjudicadora al prestador de servicios mientras que en el segundo la contrapartida consiste en el derecho a explotar el recurso, bien únicamente, bien acompañado de un pago. A eso añade que el que el prestador sea remunerado por pagos provenientes de terceros, en el caso de autos los usuarios del servicio, es una de las formas posibles de ejercicio del derecho a explotar el servicio reconocido al prestador. Es decir que esta operación entra dentro de la tipificación de la concesión de servicio tal como se recoge en la citada Directiva.

No obstante el Tribunal añade que la modalidad de retribución consistente en el derecho del prestador a explotar su propia prestación implica que éste asume el riesgo de explotación del servicios. En caso de inexistencia absoluta de transmisión al prestatario de los riesgos relacionados con el servicio la operación supone un contrato de servicios. A este respecto debe tenerse en cuenta el carácter muy limitado de los riesgos económicos de la prestación del servicio en cuestión debido a la normativa propia de ese sector de actividad. Sin embargo, el Tribunal concluye que incluso en ese caso es necesario que se transfiera al concesionario la totalidad, o al menos una parte significativa, del riesgo de explotación que corre para que se considere que existe una concesión de servicios.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera), de 10 de septiembre de 2009, as. C-573/07, Sea Srl.

Mediante la siguiente sentencia el Tribunal responde a la decisión prejudicial planteada por el Tribunal Administrativo Regional de Lombardía acerca de la compatibilidad con el Derecho comunitario de la adjudicación directa, sin licitación pública, de un servicio de recogida, transporte y eliminación de residuos sólidos urbanos y asimilados a una sociedad por acciones de capital enteramente público pero cuyos Estatutos prevén la posibilidad de una participación de capital privado. El Tribunal recuerda que el único caso en que está excluida la aplicación de las normas establecidas en los artículos 12, 43 y 49 del Tratado CE es el en supuesto que de que la entidad adjudicadora ejerza sobre la adjudicataria un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios y esta entidad realice la parte esencial de su actividad con la autoridad o las autoridades a las que pertenece. A lo que añade que el hecho de que la entidad adjudicataria adopte la forma de sociedad de capital no excluye la aplicación de dicha excepción.

En ese sentido el Tribunal apunta que el que el total de capital de la entidad adjudicataria corresponde a autoridades públicas, entre ellas la entidad adjudicadora, es un indicio, aunque no concluyente, de que la entidad adjudicadora ejerce sobre dicha sociedad un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios; por el contrario la participación, aunque sea minoritaria, de una empresa privada en dicho capital social excluye, en cualquier caso, que la entidad adjudicadora pueda ejercer sobre dicha sociedad un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios.

Por otra parte se apunta que la existencia efectiva de participación privada en el capital de la sociedad adjudicataria debe comprobarse en el momento de la adjudicación del contrato público, y solo en circunstancias particulares se pueden tomar en consideración acontecimientos posteriores a esa fecha. Ese es el caso de cesión de participaciones de la entidad adjudicataria a una empresa privada poco después de adjudicar dicho contrato. No obstante, apunta el Tribunal que por razones de seguridad jurídica esa apertura del capital de la entidad adjudicataria a inversores privados solo puede tomarse en consideración si existe, en el momento de la adjudicación del contrato, una perspectiva concreta y a corto plazo de tal apertura. Como en el caso concreto no existe ningún indicio en ese sentido el Tribunal considera que la mera posibilidad de que participen particulares en el capital social de la entidad adjudicataria no basta para concluir que no se cumple el re1quisito relativo al control de la autoridad pública. No obstante, advierte de que la incorporación ulterior de accionistas privados, dentro del periodo de vigencia del contrato público, constituiría un cambio de una condición fundamental de éste que necesitaría una convocatoria de licitación.

Por otra parte el Tribunal recuerda su jurisprudencia en el sentido de que en el caso de que una autoridad pública se convierta en socio minoritario de una sociedad por acciones de capital totalmente público con objeto de adjudicarle la gestión de un servicio público, el control que las autoridades públicas que son socios de dicha sociedad ejercen sobre ella puede ser considerado análogo al que ejercen sobre sus propios servicios cuando es ejercido de manera conjunta por dichas autoridades. En ese caso la cuestión se circunscribe a analizar si la sociedad adjudicataria está sometida a un control que permita a la entidad adjudicadora influir de manera determinante en las decisiones de la sociedad. Para ello han de examinarse tanto la legislación aplicable como la posible vocación de mercado de la sociedad o los mecanismos de control establecidos por sus Estatutos. El Tribunal concluye que la adjudicación de un contrato público de servicios a una sociedad por acciones de capital enteramente público, no es contrario a los artículos 43 y 49 del Tratado CE y a los principios de no discriminación por razón de la nacionalidad y a la obligación de transparencia desde el momento en que la entidad pública adjudicadora ejerza sobre la sociedad adjudicataria un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios y que esta sociedad realice la parte esencial de su actividad con la entidad o entidades que la controlan.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera), de 15 de octubre de 2009, as. C-196/08, Acoset SpA contra Conferenza Sindaci e Presidenza della Prov. Reg. Di Ragusa y otros.

El Tribunal de Justicia responde a una petición de decisión prejudicial planteada por el Tribunal administrativo regional de Sicilia acerca de si es conforme a los artículos 43, 49 y 86 T.CE la adjudicación directa de un servicio público que exija la realización de ciertas obras (en este caso un servicio integrado de aguas en la provincia de Ragusa) a una sociedad de capital mixto, público y privado, especialmente creada con ese fin que constituye su único objeto social y en la que el socio privado es seleccionado mediante licitación pública, previa verificación de los requisitos financieros, técnicos, operativos y de gestión relativos al servicio que debe prestarse y de las características de la oferta en cuanto a las prestaciones que deben realizarse.

El Tribunal comienza por considerar que, tal como resulta de las Directivas 2004/17/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre la coordinación de los procedimientos de adjudicación de contratos en los sectores del agua, de la energía, de los transportes y de los servicios postales y 2004/18/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios, el contrato referido en este caso es un contrato de concesión de servicios.

A continuación añade que si bien las Directivas antes mencionadas excluyen la aplicación de las mismas a las concesiones de servicios —artículos 18 y 17 respectivamente—, ello no libera a las autoridades públicas que celebren esos contratos a respetar las normas fundamentales del Tratado CE, en especial el principio de no discriminación por razón de la nacionalidad y el de igualdad de trato de los licitadores, que se traduce en una obligación de transparencia que permita abrir a la competencia la concesión de servicios y controlar la imparcialidad de los procedimientos de adjudicación. El Tribunal afirma que la adjudicación de un contrato público a un empresa de economía mixta sin licitación previa vulneraría el objetivo de la libre competencia así como el principio de la igualdad de trato. A eso se añade que el que una entidad privada y una entidad adjudicadora cooperen en el seno de la entidad de capital mixto no puede justificar el incumplimiento de las disposiciones sobre concesiones en cuanto a la concesión a esa entidad. Sin embargo considera que el fallo de la inexistencia de licitación puede resolverse si el proceso de selección del socio privado de la sociedad de economía mixta respeta las exigencias de los artículos 43 y 49 del Tratado CE así como de los principios anteriormente citados. A este respecto el Tribunal concreta que los criterios de selección del socio privado no pueden basarse únicamente en el capital que aporta sino también en su capacidad técnica y las características de su oferta. En ese caso se considera que la selección del concesionario es un resultado indirecto de la selección del socio privado, decidida al término de un procedimiento respetuoso de los principios del Derecho comunitario.

2. TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA

- Sentencia del Tribunal de Primera Instancia (Sala Octava ampliada), de 11 de junio de 2009, as. T-189/03, ASM Brescia contra Comisión de las Comunidades Europeas.

La sentencia que aquí se refiere resuelve un recurso de omisión planteado por la demandante, sociedad de responsabilidad limitada con capital mayoritariamente público, contra una Decisión de la Comisión relativa a la ayuda estatal a las exenciones fiscales y préstamos privilegiados concedidos por Italia a empresas de servicios con accionariado mayoritariamente público. Ese mismo día el Tribunal de Primera Instancia adoptó varias sentencias similares, en las que se pedía la anulación de la misma decisión de la Comisión respecto al mismo tipo de empresas. De hecho durante el procedimiento  el Presidente de la Sala Octava del Tribunal ya había ordenado la acumulación a efectos de la fase oral del procedimiento de varios asuntos (T-292/02, T-297/02, T-300/02, T-301/02, T-189/03 y T-222/04), algunos de los cuales se cuentan entre los resueltos en esas sentencias del mismo día. A este respecto se ha de señalar la posibilidad que la Ley nº 142, reguladora de las autonomías locales, de 12 de junio de 1990, ofrece a los municipios italianos de constituir sociedades para prestar diversos servicios públicos. A eso se añade la adopción por las autoridades italianas de ciertas disposiciones favorables para las sociedades así constituidas, en concreto la concesión entre 1994 y 1998 de préstamos a tipo de interés especial, la exención de todos los derechos que gravaban las transmisiones patrimoniales derivadas de la transformación de empresas especiales y empresas municipales en sociedad constituidas conforme a la Ley nº 142, y la exención total del impuesto de sociedades durante tres años y como máximo hasta el ejercicio 1999.

La Comisión adoptaba el 5 de junio de 2002 una Decisión por la que consideraba que los préstamos a tipo especial y la exención por tres años del impuesto de sociedades constituían ayudas estatales incompatibles con los artículos 43, 86.2 y 87.2 y 3 del Tratado CE. Sin embargo, consideraba que la exención de gravámenes sobre transmisiones patrimoniales no constituyen ayuda de Estado ya que las empresas municipales y las sociedad constituidas al amparo de la Ley nº 142 encarnan una misma entidad económica por lo que no caben ese tipo de gravámenes que se aplican a aquellos casos de constitución de una nueva entidad económica o por la transmisión de activos entre distintas entidades económicas.

El Tribunal de Primera Instancia resuelve en primer lugar la solicitud de inadmisibilidad de la demanda planteada por la Comisión señalando que aunque, como ha declarado el Tribunal de Justicia, en principio no es admisible el recurso de anulación interpuesto por una empresa contra una decisión de la Comisión por la que se prohíbe un régimen de ayudas sectorial si sólo se ve afectada por esta decisión por su pertenencia a ese sector y a su condición de beneficiario potencial de dicho régimen. No obstante, si la empresa, como ocurre en este caso, tenía también la calidad de beneficiario efectivo de una ayuda individual en virtud de ese régimen cuya recuperación había sido ordenada por la Comisión la Decisión de ésta le afectaba individualmente y procedía admitir el recurso contra dicha decisión.

En relación con la alegación de la demandante de que no concurren todos los requisitos señalados en el artículo 87 para la calificación de ayuda pública –concretamente los relativos al perjuicio para los intercambios intracomunitarios y a la repercusión sobre la competencia— el Tribunal comienza por advertir que la Comisión no está obligada a acreditar la incidencia real de la ayuda sobre los intercambios entre los Estados miembros y el falseamiento efectivo de la competencia. Su única obligación en este sentido es examinar si las ayudas pueden producir esos efectos. A eso añade que la cuantía relativamente reducida de la ayuda o el tamaño relativamente modesto de la empresa beneficiaria no excluyen a priori la posibilidad de que se afecten los intercambios entre Estados miembros. Por otra parte, el hecho que la empresa preste sus servicios en un ámbito local o regional y en ningún caso fuera de su Estado tampoco impide que exista esa repercusión en los intercambios intracomunitarios ya que, como consecuencia de la ayuda, la empresa puede mantenerse o aumentar, disminuyendo de esa forma las posibilidad de las empresas establecidas en otros Estados miembros de prestar esos servicios en el primer Estado.

El Tribunal desestima también la alegación de la demandante de que las sociedades en cuestión no operaban en mercados competitivos, ya que los servicios públicos locales no estaban en aquel momento abiertos a la competencia, por lo que no podía haber existido ninguna repercusión en los intercambios intracomunitarios. A este respecto el Tribunal afirma que la adjudicación directa no tiene ningún efecto en relación con esta cuestión y que algunos de los servicios afectados (productos farmacéuticos, agua, electricidad, residuos, gas) se caracterizaban por un cierto grado de competencia en el momento de la ayuda. Se señala que no puede descartarse que la existencia misma de la ayuda sirviese como incentivo para que los ayuntamientos constituyesen sociedades al amparo de la Ley º 142, confiando directamente a éstas esos servicios en lugar de otorgar concesiones mediante procedimientos abiertos.

Por otro lado el Tribunal estima que la ayuda reforzó la posición competitiva de las sociedades en cuestión frente a cualquier otra empresa italiana o extranjera que operase en el mercado de referencia. A eso se añade que como las sociedades concernidas no se limitan al sector de los servicios públicos locales la medida en cuestión puede facilitar la expansión de dichas sociedades a otros mercados abiertos a la competencia, produciendo así efectos distorsionadores incluso en sectores distintos a los servicios públicos locales.

El Tribunal recordó también que la ayuda en cuestión perjudica a las empresas extranjeras que participan en concursos para concesiones locales en Italia, al reforzar la posición competitiva de las sociedad constituidas al amparo de la Ley nº 142. Asimismo se desestima la alegación relativa a la falta de motivación de la Decisión de la Comisión. En cuanto a la orden de recuperación dada por la Comisión respecto de las ayudas consideradas incompatibles con el Tratado el Tribunal afirma que en ese caso el papel de las autoridades nacionales se limita a ejecutar dicha decisión sin disponer de ningún margen de apreciación. No obstante, eso no impide que en el marco de esa ejecución se deban tener en cuenta los posibles casos de ayudas que aunque desembolsadas en el marco del régimen general de ayudas escapen a la prohibición del artículo 87.1, por ejemplo por tratarse de ayudas en el ámbito de las normas de minimis. Por esa razón el Tribunal considera correcto que la Comisión haya ordenado la recuperación únicamente de las ayudas en el sentido del citado artículo y no de los importes que no constituyan ayudas o éstas sean compatibles con el mercado común en virtud de un reglamento de exención o de las normas de minimis o de cualquier otra decisión de la Comisión.

Por lo que respecta a la posible violación del artículo 88.1 del Tratado y del reglamento nº 659/1999 el Tribunal afirma que se consideran ayudas existentes las que existieran antes de la fecha de entrada en vigor del Tratado CE y las que se aplicaron legalmente conforme a los requisitos del artículo 88.3 del mismo. Por otra parte se considera ayudas nuevas, sometidas a la obligación de notificación, las medidas tendentes a la concesión o a la modificación de ayudas, referidas bien a ayudas existentes o bien a proyectos iniciales notificados a la Comisión. A eso se añade la identificación de ayudas existentes recogida en el Reglamento nº 659/1999, conforme al cual lo son: las existentes antes de la entrada en vigor del Tratado, las autorizadas por la Comisión o el Consejo, las que deban considerarse autorizadas por no haber adoptado una decisión la Comisión en el plazo de dos meses, aquellas respecto de las que hubiera expirado el plazo de prescripción de 10 años en materia de recuperación y aquellas respecto de las que pueda acreditarse que en el momento en que se llevaron a cabo no constituían una ayuda y posteriormente pasaron a serlo debido a la evolución del mercado común a pesar de no haber sido modificadas por el Estado miembro. Por otra parte se considera que toda modificación de una ayuda existente se debe considerar como ayuda nueva. El Tribunal considera que la exención trienal del impuesto de sociedades no se considera incluida en ninguno de esos supuestos.

En cuanto a la alegación de la demandante de que la ayuda en cuestión se encuadra en lo recogido en el artículo 87.3.c) del Tratado CE, relativo a ayudas destinadas a facilitar el desarrollo de determinadas regiones económicas siempre que no alteren las condiciones de los intercambios en forma contraria al mercado común, el Tribunal advierte del amplio margen de apreciación de la Comisión a este respecto de forma que la función del juez comunitario se limita a comprobar el respeto del procedimiento y la obligación de motivación, así como la exactitud material de los hechos, la falta de error manifiesto de apreciación y de desviación de poder.

Se añade por otra parte que para que esas ayudas se consideren compatibles con lo recogido en el artículo 87.3.c) la citada ayuda a empresas en crisis ha de estar condicionada a la existencia de un plan de reestructuración coherente que debe presentarse a la Comisión con todas las precisiones necesarias. El Tribunal afirma que en este caso no concurre ninguno de los requisitos necesarios puesto que la exención trienal del impuesto de sociedades no tenía por fin reestablecer la rentabilidad de la empresa destinataria, ni se concedía en relación con empresas en crisis, además de que no se presentó el mencionado plan de reestructuración. Asimismo el Tribunal desestima el argumento de la demandante de que la ayuda en cuestión facilitó la introducción de la competencia en los mercados concernidos ya que por una parte ya existía un cierto grado de competencia en esos sectores y por otro porque la exención en cuestión falseó la competencia al reforzar la posición de determinados operadores.

El Tribunal se pronuncia respecto a la posibilidad de que la exención impositiva se sustraiga de la calificación de ayuda en el sentido del artículo 87.1 del Tratado CE. A este respecto apunta que para ello deben cumplirse una serie de requisitos, identificados por el Tribunal de Justicia en su sentencia Altmark, en concreto: que la empresa esté encargada de forma efectiva de la ejecución de obligaciones de servicio público, que dichas obligaciones estén claramente definidas y que la compensación que reciba del Estado no supere el importe de los gastos ocasionados por la ejecución de dicho servicio, teniendo en cuenta los ingresos correspondientes y un beneficio razonable por la ejecución de esas obligaciones. A eso añade el Tribunal que aunque la citada sentencia se adoptó con posterioridad a la Decisión de la Comisión en el caso, los criterios en ella recogidos son plenamente aplicables a la situación fáctica y jurídica. A eso se suma que esos requisitos, concretamente el que la empresa beneficiaria de la ayuda esté encargada de manera efectiva de la ejecución de obligaciones de servicio público, deben cumplirse aunque se invoque la excepción del artículo 86.2 del Tratado CE, conforme al cual las empresas encargadas de la gestión de servicios de interés económico general o que tengan carácter de monopolio fiscal pueden quedar exentas de la aplicación de las normas sobre competencia del Tratado en la medida en que la aplicación de las mismas no impida de hecho o de derecho el cumplimiento de su misión específica.

En este sentido se apunta que la Comisión explicó de forma circunstanciada en su Decisión porqué la demandante no cumplía los requisitos del citado artículo 86.2 mientras que la demandante no ofreció ninguna precisión a este respecto. Asimismo descarta la pertinencia de la invocación del artículo 16 del Tratado CE y del artículo III-122 del Tratado por el que se establece una Constitución para Europa que, como recuerda el Tribunal es posterior a la Decisión de la Comisión y no ha llegado a entrar en vigor siendo sustituido por el Tratado de la Unión Europea y el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Además se advierte que el citado artículo 16 en modo alguno implica una carta blanca en lo que se refiere a la concesión de ayudas a la empresas de servicio público. El citado artículo 16 atribuye a los Estados miembros, sin perjuicio de lo recogido en los artículos 73, 86 y 87 del mismo Tratado, la tarea de velar, con arreglo a sus competencias respectivas y en el ámbito de aplicación del Tratado, por que los servicios económicos de interés general actúen con arreglo a principios y condiciones que les permitan cumplir su cometido. Por último el Tribunal afirma que la adopción de la Ley nº 142 no puede calificarse como acto de autoridad pública que cree y defina una medida de prestación de servicios públicos locales respetando las obligaciones específicas, además de que la Ley en cuestión no define, de forma clara y precisa, las obligaciones de servicio público de que se trata.

Por todas esas razones el Tribunal desestima el recurso de anulación de la Decisión de la Comisión. 

III. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES. 

1. COMITÉ DE LAS REGIONES

- "Libro blanco del Comité de las Regiones sobre la gobernanza de múltiples niveles" CDR 89/2009 – CONST-IV-020

El Libro Blanco se hace eco de la voluntad de «Construir Europa en asociación» y fija dos grandes objetivos estratégicos: favorecer la participación en el proceso europeo y reforzar la eficacia de la acción comunitaria. En efecto, el interés decreciente de los ciudadanos por las elecciones europeas pese a que la mayoría percibe su adscripción a la Unión Europea como una ventaja frente a los retos de la globalización incita a asentar de nuevo la acción política en los principios y mecanismos de la gobernanza multinivel. Se entiende la gobernanza multinivel como la acción coordinada de la Unión, los Estados miembros y los entes regionales y locales, basada en la asociación y destinada a elaborar y aplicar las políticas de la Unión Europea

- "No discriminación e igualdad de oportunidades y aplicación del principio de igualdad de trato de las personas" Propuesta de Directiva del Consejo, COM(2008) 426 final – 2008/0140 (CNS), CDR 321/2008 rev. 3 – ECOS-IV-030

El CDR reitera que sólo mediante una auténtica participación de los entes locales y regionales será posible integrar la igualdad de trato en las políticas, ya que, como proveedores destacados (sobre todo en los ámbitos de la salud pública y la educación, así como en el de los servicios sociales), los entes locales y regionales desempeñan un papel clave a la hora de recabar y facilitar información sobre nuevas necesidades de grupos de personas vulnerables; subraya además que, por ser los más próximos a los ciudadanos y por ser responsables de casi todos los componentes sociales y económicos de su vida cotidiana, los entes locales y regionales están capacitados para llevar a la práctica los valores y estructuras que recoge la propuesta de Directiva;

Especialmente señala que la propuesta de Directiva no cuestiona las competencias nacionales para definir las relaciones entre Iglesia y Estado o instituciones y organizaciones afines, el contenido de las actividades docentes ni la organización de sus respectivos sistemas educativos, ni para legislar sobre el reconocimiento del estatus civil o familiar, los derechos reproductivos, la adopción y otras cuestiones similares.

- “Actuaciones prioritarias de los entes locales y regionales para prevenir la violencia  ejercida contra las mujeres y mejorar la atención a las víctimas”,  Dictamen de iniciativa, CDR 267/2008 rev. 2 – ECOS-IV-025
El CDR constata que la violencia hacia las mujeres tiene lugar en todas las capas de la sociedad, sin distinción de nivel de estudios y procedencia cultural, en todos los Estados Miembros de la Unión Europea; llama la atención sobre esta intolerable vulneración de los derechos y libertades de las mujeres y de menores víctimas de esta violencia y señala que tanto la labor de prevención con vistas a la erradicación de la violencia padecida por las mujeres como la lucha contra la violencia y la búsqueda de soluciones adecuadas son objetivos prioritarios. Observa que los entes regionales y locales son los más cercanos a la ciudadanía, y que tienen la capacidad de trasladar valores y aplicar políticas económicas, educativas y sociales a la vida diaria. De hecho, la "Carta europea para la igualdad de mujeres y hombres en la vida local", elaborada por el Consejo de Municipios y Regiones de Europa, en el marco del 5º programa de acción comunitaria para la igualdad de mujeres y de hombres, reconoce que la consolidación de políticas en favor de la igualdad de oportunidades entre los sexos se puede lograr a nivel regional y local mejor que en ningún otro.

- “El punto de vista regional en el desarrollo de la alfabetización mediática - La educación mediática en la política educativa de la UE” CDR 133/2009 rev. 1 – EDUC-IV-039.

El CDR celebra que la Comisión haya explicado la importancia de una política de formación, junto con sus principios fundamentales y sus objetivos, que se desprenden de la definición de alfabetización mediática. El CDR expresa su confianza en que la Comisión prosiga sus esfuerzos con vistas a un desarrollo coherente de la política en favor de la alfabetización mediática iniciada en 2007 y la invita a integrar en ella este dictamen del CDR, respetando el principio de subsidiariedad y las particularidades de las competencias locales y regionales. El CDR pide asimismo a la Comisión que continúe con la elaboración del plan de acción sobre la alfabetización mediática en colaboración con las demás instituciones de la Unión, la UNESCO y los entes locales y regionales. Desde el punto de vista de la cultura política, la participación activa de los ciudadanos de la UE y la concienciación de los usuarios, la realización de esta esencial alfabetización mediática –como objetivo político–, debe ser perseguida con ahínco por todos los agentes relevantes y exige, ante todo, que todas las regiones y Estados miembros favorezcan la innovación en materia educativa.

2. PROYECTOS EUROPEOS.

- Interreg IV C

El programa INTERREG es parte del objetivo de cooperación territorial europeo que forma parte de la política regional para el periodo 2007-2013. Su objetivo principal en términos de esta cooperación interregional es la de mejorar la efectividad del desarrollo de políticas regionales y contribuir a la modernización económica y  favorecer el aumento de la competitividad de Europa por medio de las siguientes acciones: 

· Habilitar actores locales y regionales en Europa que sean capaces de intercambiar sus experiencias.

· relacionar a las regiones con menos experiencia en determinadas políticas con otras más avanzadas para potenciar su desarrollo.

· Asegurar la transferencia de buenas prácticas en programas que tienen como eje los fondos estructurales.

Este programa se divide en dos prioridades temáticas que se relacionan con dos objetivos fundamentales de la UE: la estrategia para el crecimiento y el desarrollo sostenible en el marco de la Estrategia de Lisboa y la Estrategia de Gotemburgo. Cada prioridad tiene sub-temas en los que hay que solicitar la financiación mediante la presentación de un proyecto: 

	PRIORIDAD 1: INNOVACIÓN Y ECONOMÍA DEL CONOCIMIENTO
	PRIORIDAD 2: MEDIO AMBIENTE Y PREVENCIÓN DE RIESGOS

	Innovación, Investigación y tecnología
	Riesgos naturales y tecnológicos (incluidos los relacionados contra el cambio climático)

	Emprendedores y Pequeñas y Medianas Empresas
	Gestión del agua

	Sociedad de la información
	Gestión y prevención de residuos

	Empleo, recursos humanos y formación
	Biodiversidad y patrimonio natural

	
	Energía y transporte sostenible

	
	Patrimonio cultural y paisaje


Hay dos tipos de proyectos que podemos presentar:

1. Proyectos de Iniciativa regional

2. Proyectos de capitalización

Los proyectos de Iniciativa regional toman como base una política regional compartida entre las regiones que participan en el proyecto. Además, estos proyectos deberán cumplir dos requisitos previos:

a) Que su objetivo sea el intercambio de experiencias o la identificación de buenas prácticas

b) Deben dar resultados concretos (por ejemplo; guía de puesta en marcha de medidas de consumo eficiente de agua en los edificios municipales)

Deben participar instituciones de la menos 3 países distintos y un mínimo de 8 instituciones. La duración de estos proyectos será de 36 meses y la financiación mínima será de 500.000 € aunque el porcentaje de financiación de cada entidad dependerá del país en el que tengan su sede. En España este porcentaje es del 75%. En el caso de proyectos de capitalización, el intercambio de buenas prácticas se centra en los programas generales de los fondos estructurales o dicho de otro modo: convergencia, competitividad y Cooperación territorial. En este caso, los dos requisitos previos que deben respetarse son:

a) las buenas prácticas ya están identificadas

b) la implicación en las puesta en marcha de las actividades de los decisores políticos.

El resultado de este tipo de proyectos será un plan de acción detallado que contenga la información de cómo se va a desarrollar esa buena práctica en le programa operativo de cada una de las regiones participantes en el proyecto. En este caso deberemos contar con un mínimo de 6 entidades participantes y un máximo de 10 que trabajarán durante 24 meses y con una financiación mínima de 300.000 € por proyecto cuyo reparto entre los participantes dependerá de los porcentajes de cada Estado miembro.

Pueden participar los 27 Estados miembros, Noruega, Suiza con acceso a financiación. Pueden participar de otros países pero se cubrirían sus gastos. El Programa financia los costes del personal de las entidades implicadas en el proyecto para el trabajo que realicen en el mismo, costes de viaje y alojamiento, equipamiento necesario para el desarrollo de las actividades del proyecto, expertos externos y servicios.

- Interreg IV B SUDOE

Hasta 30 de abril de 2010 y mediante versión electrónica que es la versión que da fe del envío. Todos los organismos públicos pueden participar en el partenariado de un proyecto SUDOE. El Programa Operativo del Objetivo Cooperación Territorial del Espacio Sudoeste Europeo (SUDOE) 2007-2013, elaborado por los cuatro Estados implicados en el Espacio SUDOE (España, Francia, Portugal y Reino Unido) fue adoptado por la Comisión Europea por la Decisión C (2007) 4347 del 26 de Septiembre de 2007. El objetivo principal de este Programa es consolidar el SUDOE como un Espacio de cooperación territorial en los ámbitos de la competitividad y la innovación, el medio ambiente, el desarrollo sostenible y la ordenación del territorio, que contribuya a reforzar la cohesión económica y social en el seno de la Unión Europea. 

El Programa Operativo del Espacio SUDOE establece cuatro prioridades estratégicas que obedecen por una parte a las orientaciones estratégicas comunitarias en materia de crecimiento, empleo y desarrollo sostenible y de otra parte a los propios desafíos que el Sudoeste europeo debe afrontar conjuntamente. En la presente convocatoria de proyectos están abiertas las siguientes prioridades: 

1. Promoción de la innovación y la constitución de redes estables de cooperación en materia tecnológica. 

2. Mejora de la sostenibilidad para la protección y conservación del medio ambiente y el entorno natural del SUDOE. 

Dentro de cada una de las prioridades abiertas se da prioridad a una serie de temáticas y enfoques que pueden ser consultados en el Anexo 1 de la convocatoria. En ningún caso la participación del FEDER podrá sobrepasar el 75% del coste total elegible del proyecto. En cuanto a las condiciones de admisibilidad debe reseñarse que los proyectos deberán respetar las orientaciones del Programa Operativo, particularmente: 
Participación de beneficiarios de al menos 2 Estados miembros del SUDOE; 

Adecuarse a la estrategia y objetivos del Programa y encuadrarse dentro de sus ejes prioritarios; 

· Demostrar su compatibilidad con las políticas nacionales; 

· Respetar las legislaciones nacionales y comunitarias; 

· Localizarse en el área elegible del Programa y garantizar un efecto positivo en el territorio establecido acorde con los objetivos específicos; 

· Las acciones no deben estar terminadas con anterioridad a la fecha de presentación de la candidatura; 

· No haber sido financiados por otros programas comunitarios; 

· Demostrar la disponibilidad de recursos financieros que permitirán la ejecución de las acciones elegibles del proyecto conforme al calendario establecido; 

· Demostrar los resultados previstos y cuantificarlos en relación con los indicadores del PO. 

Los proyectos deberán presentar un presupuesto mínimo de 666.000 euros de gasto total subvencionable y cada socio tendrá un presupuesto mínimo de 100.000 €. Las candidaturas de proyectos serán sometidas a un procedimiento de selección en dos fases: 

Primera fase: los promotores de proyectos deberán presentar la candidatura de proyecto a través del formulario previsto a tal efecto. Estas candidaturas serán co-instruidas por los Corresponsales Nacionales y por el Secretariado Técnico Conjunto y serán objeto de una primera selección sobre la base de los criterios de admisibilidad. Así, las candidaturas recibidas serán objeto de tres tipos de decisiones: proyectos aprobados, proyectos autorizados a pasar a la segunda fase y proyectos no autorizados a pasar a la segunda fase. El Comité podrá proponer para pasar a la segunda fase, la modificación o reestructuración de los proyectos tanto en lo que concierne al partenariado como a los objetivos, tipologías de gasto y el presupuesto. 

Segunda fase: Durante esta fase, los proyectos autorizados a pasar a la segunda fase serán examinados de nuevo después de haber sido objeto de un trabajo profundo de mejora cualitativa tanto en el plano técnico como respecto a su contribución a los objetivos del Programa y a las temáticas definidas en el texto de la convocatoria. El Comité de Programación analizará las candidaturas reformuladas y se pronunciará sobre la aprobación o rechazo de los proyectos. 

- Programa para el Aprendizaje Permanente

El programa de Aprendizaje Permanente pretende contribuir a la creación de una sociedad del conocimiento avanzada. El objetivo general es facilitar el intercambio, la cooperación y la movilidad entre los sistemas de educación y formación de los países europeos que participan, de forma que se conviertan en una referencia de calidad en el mundo. Pueden participar en este Programa:

· Personas que cursen cualquier tipo de Formación Profesional que no sea de nivel terciario, salvo que sean ya titulados de Ciclos Formativos de Grado Superior.

· Personas en el mercado de laboral .

· Centros u organizaciones que brinden oportunidades de aprendizaje en los ámbitos cubiertos por el programa Leonardo da Vinci.

· Profesorado, formadores y demás personal de esos centros u organizaciones.

· Asociaciones y representantes de participantes en la educación y Formación Profesional, incluidas las asociaciones de personas en formación, de padres y madres y de profesorado.

· Empresas, interlocutores sociales y otros representantes del mundo laboral, incluidas las cámaras de comercio y otras organizaciones comerciales.

· Organismos que presten servicios de orientación, asesoramiento e información en relación con cualquier aspecto del aprendizaje permanente.

· Personas y organismos responsables de los sistemas y las políticas aplicables a cualquier aspecto de la educación y Formación Profesional a escala local, regional y nacional.

· Centros de investigación y organismos que trabajen sobre aspectos del aprendizaje permanente.

· Centros de Educación Superior.

· Organizaciones sin ánimo de lucro, organizaciones de voluntariado y ONG.
En el marco de este programa existen las siguientes líneas principales: 

1. COMENIUS: educación infantil, primaria y secundaria, promoviendo la movilidad y la cooperación entre centros educativos.
2. ERASMUS: tiene como objetivo atender a las necesidades de enseñanza y aprendizaje de todos los participantes en educación superior formal y en formación profesional de nivel terciario, cualquiera que sea la duración de la carrera o cualificación, incluidos los estudios de doctorado, así como a las instituciones que imparten este tipo de formación
3. GRUNDTVIG: El programa sectorial Grundtvig tiene como meta mejorar la calidad y la dimensión europea de la educación de adultos en un sentido amplio, incluyendo la enseñanza formal, la no formal y la enseñanza informal, incluido el autoaprendizaje. ESTA SÍ ES UNA LÍNEA QUE PUEDEN SOLICITAR LOS AYUNTAMIENTOS.
4. LEONARDO DA VINCI: dirigido a atender las necesidades de enseñanza y aprendizaje de todas las personas implicadas en la educación y Formación Profesional, así como a las instituciones y organizaciones que imparten o facilitan esa formación. TAMBIEN PUEDE SER SOLICITADA POR LOS AYUNTAMIENTOS
En este programa hay dos tipos de proyectos centralizados y descentralizados.

Los CENTRALIZADOS son los que se controlan por la Agencia Ejecutiva para los programas Cultura, Aprendizaje Permanente, Juventud y Ciudadanía que tiene sede en Bruselas y depende directamente de la Comisión Europea.

Los DESCENTRALIZADOS son aquéllos en los que la gestión se realiza en cada una de las Agencias nacionales, colaboradoras de la Agencia Ejecutiva.

Vamos a centrarnos en las convocatorias abiertas en este programa.

a) GRUNDTIVIG: Subvenciona las siguientes acciones descentralizadas gestionadas por la Agencia Nacional:
· Asociaciones de aprendizaje, en torno a temas de interés mutuo para las organizaciones participantes de los países que las integran. ABIERTO hasta 19 de febrero.

· Movilidad individual: 

· Ayudas para la formación continua del personal de educación de personas adultas, 

· visitas e intercambios encaminados a mejorar las competencias educativas, de gestión y orientación del personal y futuro personal de educación de personas adultas mediante prácticas de observación en instituciones afines, asistencia a conferencias o seminarios, etc, 

· Proyectos de voluntariado para personas mayores, que facilitarán la realización de intercambios de personas voluntarias mayores de 50 años para desarrollar iniciativas basadas en aplicación de conocimientos y aprendizaje en un país europeo. ABIERTO hasta 31 de marzo.

GESTIONADAS POR LA AGENCIA EJECUTIVA:

· Proyectos multilaterales, encaminados a mejorar los sistemas de educación de personas adultas mediante el desarrollo y la transferencia de innovaciones y buenas prácticas. ABIERTO hasta 26 de febrero.

· Redes temáticas de expertos y organizaciones que trabajan en el desarrollo y la calidad de la enseñanza de personas adultas y la difusión de buenas prácticas. ABIERTO hasta 26 de febrero.

b) LEONARDO DA VINCI

El Programa Leonardo da Vinci subvenciona las siguientes acciones descentralizadas:

· Proyectos multilaterales de Transferencia de Innovación: ABIERTO hasta el 26 de febrero

· Asociaciones Leonardo da Vinci. ABIERTO hasta 19 de febrero.
El Programa Leonardo da Vinci subvenciona las siguientes acciones centralizadas (el procedimiento de selección corre a cargo de la Comisión Europea y la gestión de los proyectos seleccionados es responsabilidad de la Agencia Ejecutiva):

· Proyectos multilaterales de Desarrollo de Innovación
· Redes temáticas
De ellas la más interesante es la que hace referencia a Proyectos multilaterales de Transferencia de Innovación que tienen por objeto identificar una (o varias) soluciones e ideas innovadoras y adaptarlas para su puesta en práctica en otros países o sectores destinatarios. Los proyectos de Transferencia de Innovación están orientados al desarrollo y obtención de un producto a diferencia de las asociaciones, que se dirigen a intercambiar buenas prácticas o metodologías entre varios socios. En un proyecto de Transferencia de Innovación al menos tres socios de tres países diferentes trabajan conjuntamente para desarrollar un producto a partir de otro anterior y adaptarlo a otro sector o país perteneciente a la asociación. Este trabajo en equipo contribuye a un mayor conocimiento de la variada cultura europea, de su ámbito social y económico y a entender mejor las áreas de interés común.
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